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Introducción 



El arrendamiento urbano, como relación contractual transmisiva del uso y disfrute de una cosa por un tiempo determinado y un precio cierto, se presenta como una figura de indudable trascendencia económica y social, que se encuentra íntimamente ligada al problema de la vivienda y que se ofrece como respuesta a la dificultad que supone su adquisición. Sin embargo, no debería olvidarse en ningún momento que, tanto el problema de la vivienda como su solución a través del arrendamiento urbano, chocan frontalmente desde el principio y son generadores de innumerables contradicciones en el plano jurídico, pues parece difícil que las necesidades reales del individuo que precisa de una vivienda digna para desarrollar en ella su cotidianidad, puedan superarse a través de una relación jurídica de naturaleza personal y que, en principio, como tal, va a desplegar en su favor pocos beneficios. En este sentido, pudiera afirmarse que el legislador, consciente de las limitaciones de esta figura, consideró necesario revestirla, por Ley especial, de ciertas peculiaridades que le imprimieran la fuerza suficiente y le permitieran imponerse como solución adecuada sin necesidad de acudir a otra institución distinta, o crear una nueva, cuando lo mejor hubiera sido que el Estado asumiera personalmente su responsabilidad sin desplazarla a los particulares, ocasionando, como de hecho ha ocurrido, importantes dudas en torno a la calificación y eficacia del derecho arrendaticio y enfrentando, a través de ella, a los arrendadores y arrendatarios en la lucha por defender sus legítimos intereses. Sin embargo, la realidad es patente y el Estado, lejos de asumir personalmente la solución del problema, ha optado y continúa optando por la locatio-conductio, como respuesta a las necesidades de habitabilidad de las innumerables personas que precisan por ello de una vivienda y que no cuentan con los medios suficientes para adquirirla en propiedad.

Por lo tanto, a través de este trabajo se pretende demostrar que, para proteger al arrendatario y proporcionarle la estabilidad de la que precisa en el deseo de hacer efectivo su derecho a una vivienda digna, existen, dentro de los mecanismos que el legislador ha empleado, otras posibilidades que no suponen una merma tan injustificada y excesiva para el derecho de propiedad como las que hasta ahora se venían imponiendo, y que permitirán reducir las diferencias y dificultades en la conciliación de estos dos derechos absolutamente antagónicos cuando se ven obligados a convivir bajo el influjo de la relación arrendaticia.

Los Fondos de Inversión Inmobiliaria, cuyo patrimonio se integra por bienes inmuebles de naturaleza urbana, que serán explotados en régimen de alquiler con el objetivo de lograr un rendimiento colectivo, podrían convertirse en la solución para alcanzar un mayor equilibrio entre arrendadores y arrendatarios, proporcionando a estos últimos una estabilidad más amplia en contenido y prolongada en el tiempo, sin que la merma sufrida por el derecho de propiedad suponga un conflicto para el arrendador, que, lejos de ver cierta desprotección de sus intereses con el aumento de prerrogativas a favor del arrendatario, podría sentirse especialmente beneficiado con su adopción, lo que podría dar lugar a la adopción de un doble régimen jurídico para los arrendamientos de vivienda según se celebren los contratos de arrendamiento en respuesta a las necesidades del fondo o de los particulares. En cualquier caso, este trabajo responde, en parte, a un proyecto más amplio, en virtud del cual se analizarán con detenimiento y de manera exhaustiva todas las cuestiones relativas a los FII, no sólo desde el punto de vista civil, sino también mercantil y fiscal, por lo que los resultados o propuestas que a través de estas páginas se van a plantear, podrían ser reconsideradas según las conclusiones a las que también se llegue en esos otros ámbitos.






El derecho a la propiedad y el derecho a una vivienda digna 



Se hace necesario destacar la importancia que la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994 ha tenido en el intento de hacer efectivos y compatibilizar, de forma equilibrada, dos derechos constitucionales absolutamente enfrentados y contrapuestos como consecuencia de la relación arrendaticia, que responden de manera indiscutible a los intereses del arrendador y el arrendatario: El derecho a la propiedad (reconocido en el artículo 33 de la Constitución, título I: «De los derechos y deberes fundamentales», capítulo II: «Derechos y libertades», sección II: «De los derechos y deberes de los ciudadanos») y el derecho a una vivienda digna (reconocido en el artículo 47 de la Constitución Española, título I: «De los derechos y deberes fundamentales», capítulo III: «De los principios rectores de la política social y económica»).

Como es bien sabido, el artículo 9 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, con carácter general, la labor de promover las condiciones necesarias para que la libertad y la igualdad del individuo, y de los grupos en que se integra, sean reales y efectivas. Asimismo, el artículo 47 del mismo texto legal, al referirse al derecho que tienen los españoles a disfrutar de una vivienda digna y adecuada, reitera la misma idea, poniendo de manifiesto que los poderes públicos promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este derecho.

Teniendo en cuenta este planteamiento inicial, el objetivo que se persigue a través de este epígrafe es el de analizar, someramente, debido al poco tiempo del que se dispone, aunque con rigor, tal y como la ocasión lo requiere, cuál ha sido la respuesta que los poderes públicos han dado a ese mandato constitucional que se les ha encomendado desde la entrada en vigor de la Constitución Española el día 29 de diciembre de 1978.

En este sentido, sin perder de vista que el marco escogido para hacer referencia a estos dos derechos constitucionales es el de la relación arrendaticia, quizá sería conveniente distinguir tres momentos bien diferenciados en torno a esa respuesta que los poderes públicos han dado en el intento de dar cumplimiento al mandato constitucional que se les ha encomendado y que coincide en el tiempo con la vigencia de tres disposiciones especiales en materia arrendaticia: la LAU de 1964, el Real Decreto 2/1985 y la LAU de 1994.

Nadie pone en duda que se ha convertido en una auténtica necesidad la posibilidad de adoptar determinados mecanismos que aseguren la estabilidad del arrendatario sin que ello repercuta negativamente en los intereses del titular del derecho de propiedad, si bien el problema surge cuando las medidas adoptadas protegen en exceso los intereses de una de las partes sin tener en cuenta el perjuicio que con ello se ocasiona a la otra.

1.  Hacia un equilibrio entre la propiedad y el derecho a una vivienda digna

En la historia de la relación arrendaticia, y más concretamente en España, el arrendamiento urbano ha vivido casi siempre bajo el signo del intervencionismo, que se pierde en la noche de los tiempos  (1) . Incluso desde antes de las Partidas se pueden apreciar fácilmente los continuos intentos por parte del legislador de someter a no pocas limitaciones, el normal desenvolvimiento de la relación, movido siempre, por supuesto, por las circunstancias socio-económicas del momento, aunque en ocasiones obviando los derechos y necesidades más concretos de las partes, siendo ésta la principal razón por la que este tipo de contratos ha estado sometido siempre a un continuo reajuste, ya que si se cometían excesos en favor del arrendatario, porque así lo demandaban los intereses económicos del momento, esto ocasionaba una merma considerable en los derechos del arrendador, constituyendo una dificultad enorme alcanzar un equilibrio acertado; equilibrio que, por otra parte, sólo podría conseguirse tratando de conciliar, no sólo los intereses de ambas partes, sino también éstos con los intereses socio-económicos imperantes en ese momento.

a)  Breve consideración histórica

Las primeras muestras de ese intervencionismo exacerbado, al que nos atrevemos a calificar de poco reflexivo en ocasiones, nos llegan, por cuanto a los arrendamientos urbanos se refiere  (2) , de la mano de Felipe II  (3) , y desde entonces, hasta que se vieron frenadas por el influjo de un breve período de liberalización, se han ido sucediendo de forma casi constante. Sin embargo, tras la Ley de 19 de abril de 1842, que supuso el primer intento serio de provocar un cambio radical en la política intervencionista, vuelven a sucederse este tipo de medidas, prácticamente hasta nuestros días. No pretendemos dar la impresión de estar en desacuerdo con la política intervencionista en el ámbito de la relación arrendaticia, como tampoco en otros; sólo queremos poner de manifiesto, que no en pocas ocasiones, en esta línea se han cometido graves excesos, como consecuencia del carácter precipitado de las medidas adoptadas, que se demandaban con urgencia. Como es sabido, en la relación arrendaticia lo intereses de ambas partes se contraponen especialmente  (4) , por lo que resulta de todo punto necesaria una política intervencionista que evite que se cometan abusos constantes por aquella de las partes que se halla en situación privilegiada con respecto a la otra. Por lo general, el arrendatario, debido a la falta de recursos que le impiden obtener una vivienda propia, accederá, probablemente, a la adopción de una serie de medidas que en nada le favorecen pero a las que estaría dispuesto a someterse debido a la precariedad de su situación y a la necesidad de una vida independiente. En este sentido, podría pensarse que la mejor manera de evitar la utilización, por parte del arrendador, de injustificados abusos, es a través de una política intervencionista que regule determinados aspectos de la relación jurídico-contractual  (5) .

El establecimiento de la Corte en Madrid provocó una escasez de viviendas que dio lugar a una legislación excepcional sobre arrendamientos  (6) , en la que se limitaban considerablemente los derechos de los propietarios, dando testimonio de ello las Leyes del título xiv, del libro III de la Novísima Recopilación  (7) . Felipe II parece ser que fue el primero que impuso la prórroga forzosa bajo el nombre de «amparos», en virtud de los cuales, el arrendatario podía, según su propia voluntad, continuar en la vivienda, aunque hubiera vencido el plazo contractual  (8) . Asimismo, resolvió, según un Auto del Consejo de 27 de octubre de 1569, que los alcaldes hicieran tasar todas las casas alquiladas en la Corte, aunque las partes no lo pidiesen  (9) . Más tarde, con la Real Cédula de 19 de septiembre de 1601, Felipe III ordenó la tasa de los alquileres de viviendas y las correspondientes revisiones de rentas, y dio nuevas garantías a los propietarios, limitando la prórroga legal y estableciendo la revisión de rentas cada cuatro años, por medio de un auto acordado en Lerma el 8 de mayo de 1610  (10) . Por su parte, Carlos II, en la Real Cédula de 27 de noviembre de 1680, además de recordar la obligación de la tasa, impuso una reducción en los alquileres de las edificaciones antiguas  (11) . Esta norma se dictó como consecuencia de la inflación que tuvo lugar entre los años 1650 y 1680. En 1756 se sanciona, en un Decreto de 22 de septiembre, la obligación que incumbe al arrendador de hacer en la cosa arrendada las reparaciones necesarias a fin de conservarla para el uso a que había sido destinada. La génesis de este Decreto encuentra su causa en una gran tormenta que tuvo lugar en Madrid y que ocasionó la rotura de gran cantidad de vidrieras, obligándose a los propietarios a repararlas por su cuenta  (12) . La Provisión de 20 de diciembre de 1771 estableció que debían ser preferidos, en el arrendamiento de casas de la Universidad de Salamanca, los catedráticos a los meros doctores, maestros y licenciados. En 1784, la Real Orden de 26 de agosto, determinó que ningún empleado de rentas gozaría de privilegio alguno que impidiera al dueño el libre uso de su casa, y que sólo tendría preferencia cuando el dueño pretendiera arrendarla y fuese precisa ésta para el despacho y custodia de los géneros de la Real Hacienda, siempre y cuando no existiera otra proporcionada en la población. Por su parte, las Reales Órdenes de 8 de febrero y 11 de marzo de 1790 concedía preferencia para arrendar las casas de Madrid a los empleados reales de la Corte y a los militares. Sin embargo, hemos de apuntar que la mayoría de estas disposiciones fueron de ámbito limitado, ya que se dictaron para Madrid y aunque se hicieron extensivas al resto de España, no fue de forma generalizada  (13) .

En 1792, Carlos IV, por medio de consulta y Auto acordado por el Consejo el 31 de julio, trató de corregir muchos de los abusos que se habían cometido con las anteriores disposiciones y suprimió las preferencias a que se referían las Reales Órdenes citadas anteriormente, salvo la que afectaba a los alcaldes de casa y Corte: reconoció la prórroga forzosa y la sucesión arrendaticia en favor de la viuda y de los hijos durante la prórroga del contrato  (14) ; acordó la revisión de renta cada diez años, prohibiendo el subarriendo o el traspaso inconsentido; estableció que sancionaría el no uso y la ocupación de más de una vivienda por parte del propietario, que no podía tener las viviendas sin habitar; por primera vez se introdujo la necesidad como causa de resolución de la prórroga  (15) . Finalmente, haremos referencia a la Real Orden de 22 de mayo de 1793, que prohibió que se pudiera desalojar a nadie de la vivienda para alojar a un dependiente de rentas, y que si se tratase de un nuevo arrendamiento, se prefiriera éste, usándose el medio legal de la tasa, para evitar, con ello, el aumento del precio del alquiler como medida fraudulenta.

Ante los excesos cometidos en favor de la situación del arrendatario, las Cortes de 1820 trataron de acordar resoluciones más equitativas, sin embargo, no llegaron a publicarse. A pesar de ello, en las de 1837, los propietarios de casas por pisos pidieron el restablecimiento del Decreto de las Cortes de 1820, por lo que éstas redactaron un proyecto de Ley que fue aprobado en 1841  (16) .

Así llegamos a la Ley de 9 de abril de 1842, de acusado tinte liberal, en cuyo artículo 1.º se consagraba la libertad de pacto entre las partes, que podían establecer aquellas estipulaciones que les pareciesen más convenientes; y el artículo 2.º, que proclamaba que a la terminación del plazo fenecería el arrendamiento, llegándose al mismo resultado aun cuando no se hubiese fijado plazo, tiempo, ni pacto, pues bastaba el preaviso de cuarenta días para impedir los efectos del consentimiento tácito  (17) .

Esta Ley de 9 de abril de 1842 nació bajo el sistema de la libertad económica, que consideraba la propiedad como un derecho fundamental; sistema que, además, informará nuestro Código Civil en ésta y en otras materias. Prueba de ello son también los Proyectos de nuestro Código Civil de 1836 y 1851, así como el Anteproyecto del Código Civil español de 1882-1888.

Concretamente y por lo que a nosotros interesa, el Proyecto de 1836 proclamaba en su Exposición de Motivos lo siguiente: «En el presente Código se restablece la verdadera libertad de este contrato (se refiere al de arrendamiento) como en los demás, y se afianza el derecho de propiedad, previniéndose con arreglo a éste: 1.º Que los dueños de tierras queden en libertad para hacer el arrendamiento de ellas como mejor les convenga y según pacten con los colonos; 2.º Que éstos no tengan derecho de tanteo ni de tasa ni el de ser mantenidos en el arrendamiento más de lo que durare el tiempo estipulado; 3.º Que pasado éste no se entienda continuado tácitamente el arrendamiento». Esta Exposición de Motivos nos muestra su tesis a favor de la liberalización del contrato de arrendamiento  (18)  al referirse a la Real Cédula de 26 de mayo de 1770: «Fundábase esta disposición tan acertada en la protección que debe dispensar el legislador al sagrado derecho de propiedad contra el monopolio de los colonos, a quienes una piedad mal entendida y la ignorancia de buenos principios económicos había concedido anteriormente los monstruosos privilegios de tanteo, tasa y tácita reconducción. Con ellos, lejos de fomentarse la agricultura, experimentó ésta una notable decadencia, porque dificultándose con tales trabas la libre circulación de las propiedades faltaba uno de los principales requisitos para fijar bien el precio de los arrendamientos, al paso que las fincas solían permanecer en manos de colonos pobres e ignorantes, escasos de medios o de instrucción suficiente para abonar y cultivar bien las tierras. Estos beneficios solo pueden lograrse con la libre concurrencia de arrendatarios entre los cuales pueda escoger el propietario el que le ofrezca mayores ventajas. Favorecer, pues, al colono en detrimento del propietario es uno de los errores más deplorables; porque además del perjuicio que acarrea a la agricultura esta preferencia vulnera el derecho de propiedad, que es una de las principales bases en que apoyan el buen orden y la seguridad del Estado»; y refiriéndose a los arrendamientos urbanos señala que: «los propietarios de las casas de Madrid están experimentando las mayores vejaciones, teniendo que sufrir inquilinos díscolos, malos pagadores, tramposos a quienes se ampara por una costumbre viciosa en menos precio del derecho de propiedad, que siempre debe de proteger una buena legislación. Hasta el respetable título de propietario se ha envilecido en esta materia con el dictado de casero que en el teatro se ha ridiculizado, presentándolo como un Nerón de los inquilinos, siendo así que el desdichado después de sufrir mil sonrojos o improperios apenas podía cobrar una parte de sus rentas».

Por su parte, el Proyecto de 1851 seguía con la tradición romana al no exigir el requisito del tiempo determinado en la celebración del contrato  (19) , y ordenaba, en cuanto a la forma, que los arrendamientos de bienes inmuebles por seis o más años debían redactarse en escritura pública, consagrándose, en relación a ellos, el principio emptio non tollit locatum (20) .

Finalmente, el Anteproyecto del Código Civil español (1882-1888)  (21) , establece para los arrendamientos, una regulación muy similar a la que se establecería, más tarde, en nuestro Código Civil  (22) .

Las circunstancias socio-económicas que provocaron el renacimiento de la política intervencionista, tienen su origen en la guerra de 1914-1918. Aunque la referida contienda no se libró en nuestras tierras, si proyectó un cambio generalizado al que no hemos podido resultar ajenos.

En 1920, y como consecuencia de ella, tiene lugar un éxodo masivo del campo a la ciudad, que no tardó en evidenciar la escasez de viviendas para dar respuesta a todas las necesidades. Ello provocó la adopción de una serie de medidas de carácter urgente y transitorio, sin que nadie pudiera prever e imaginar que se estaba dando origen a una norma que se iba a imponer hasta bien entrada la década de los ochenta  (23) . Entre las medidas adoptadas, cabe resaltar el protagonismo relevante de la prórroga forzosa en perjuicio del propietario y potestativa para el arrendatario, así como la congelación de la renta, que se iba a mantener inalterada con independencia del IPC  (24) .

Estas medidas, que pudieron ser acertadas en aquel momento, fueron más tarde adoptadas en la dictadura del general Primo de Rivera, en la República, en el franquismo e, incluso, durante la transición democrática, para proseguir con el gobierno de la UCD y del PSOE, aunque este último, movido por el impulso liberalizador que se vio obligado a imprimir a nuestras anquilosadas estructuras económicas consumó una regocijante paradoja histórica, recurriendo a otro arbitrismo de signo contrario, como fue el de derogar la prórroga forzosa, pero no para todos. Solamente para aquellos que, a partir de 1985, pactasen su exclusión  (25) .

La primera vez que se estableció una regulación especial de arrendamientos urbanos  (26) , derogatoria de los principios del Código Civil, fue en 1920 con el Real Decreto de 21 de junio, refrendado por el ministro Bugallal, aunque su vigencia quedaba limitada al 31 de diciembre de 1921  (27) . En este Real Decreto se establecía, no sólo la prórroga forzosa del contrato, sino que, además, también se acordó una limitación en el precio de los alquileres. Sin embargo, aunque se trataba de un Real Decreto de vigencia limitada, se prorrogó su aplicación en sucesivas ocasiones. Así, los Reales Decretos de 19 de diciembre de 1921 y 2 de diciembre de 1922, que extendían su vigencia al 31 de diciembre de 1922 y 1923, respectivamente; el Real Decreto de 13 de diciembre de 1923, que prorrogaba de nuevo dicha vigencia, estableció además otras nuevas normas aplicables a estos arrendamientos, y una nueva prórroga de la mano del Real Decreto-Ley de 17 de diciembre de 1924 y de 21 de diciembre de 1925, cuyo alcance se fijaba en la Exposición de Motivos  (28) . Este último Real Decreto estuvo vigente hasta el 30 de junio de 1926, aunque sin embargo, luego le sucedieron otros que fueron estableciendo prórrogas anuales  (29) , hasta que se instauró el régimen republicano, en el que se regularon los arrendamientos urbanos por el Decreto de 29 de diciembre de 1931, en cuanto a las viviendas, y por el de 21 de enero de 1936, en cuanto a los locales de negocio  (30) . El primero de ellos regulaba, fundamentalmente, tres apartados bien diferenciados: la prórroga legal, la fijación y revisión de rentas, y las normas procesales. Por su parte, el de 21 de enero de 1936, relativo a los locales de negocio, se refería a la prórroga y forma del contrato, así como al traspaso de los locales, siendo esta última parte la de mayor interés  (31) .

Bajo el rango normativo de simples Decretos, se estaba regulando una materia que afectaba profundamente al derecho de propiedad  (32) . Las relaciones arrendaticias seguían sometidas a fuertes medidas intervencionistas, ya que, al igual que en la década anterior, se preveía la próxima publicación de una Ley que, con carácter general y definitivo, instauraría un nuevo régimen regulador de las relaciones arrendaticias urbanas  (33) . Dejando a un lado algunas normas de carácter circunstancial y de menor interés, que se produjeron durante la contienda de 1936-1939 y con posterioridad a ella  (34) , vamos a hacer referencia, a la Ley de 7 de mayo de 1942. Esta Ley sólo sería aplicable a los arrendamientos de viviendas, ya que, según establece su artículo 7, a los arrendamientos de locales les seguiría siendo de aplicación la legislación vigente de alquileres. Asimismo, y en el resto de su articulado, se establecía que las rentas se podían pactar libremente en los contratos que se celebrasen a partir de 1 de enero de 1942, aunque se reputaba ilícita la elevación de la renta de los contratos vigentes hasta la fecha. Por último, en virtud de los Decretos de 24 de enero de 1944 y de 7 de julio del mismo año, se ordenó la suspensión de los juicios y sentencias de desahucio en curso, hasta que se publicara una nueva Ley de arrendamientos  (35) .

No podemos perder de vista que todas estas disposiciones sobre arrendamientos de fincas urbanas, que se han ido sucediendo desde 1920, se han caracterizado siempre por emanar del poder ejecutivo, y por tratar de proteger al inquilino, sacrificando, con ello, los derechos del propietario, con la sola razón de alcanzar la consecución de dos objetivos relacionados entre sí: evitar los desahucios y limitar las rentas; sin embargo, lo que en un principio se había erigido como una legislación excepcional, de vigencia limitada, se va, poco a poco, consagrando en virtud de prórrogas sucesivas, al mismo tiempo que comienza a formar parte de la conciencia jurídica del pueblo, convirtiéndose en un derecho de carácter especial y permanente  (36) .

En este estado de cosas, la Ley de 31 de diciembre de 1946 incorpora a su articulado los criterios que, con anterioridad, se habían adoptado con carácter excepcional y transitorio, adquiriendo, a partir de ahora, vocación de permanencia, pues salvo escasas modificaciones, se van a mantener en las dos Leyes posteriores que, sobre esta materia van a dictarse: lo que comenzó constituyendo un derecho excepcional, terminó por convertirse en un derecho especial  (37) .

Tenía como finalidad esta Ley, según se establecía en su Preámbulo, «resolver con carácter de permanencia las cuestiones derivadas del contrato, fijando, no sólo las normas de carácter general y las especiales sobre las viviendas y locales, sino también el fuero y procedimiento a seguir», aunque más adelante añadía, con cierto escepticismo, que, probablemente, con este texto no se resolvieran los problemas de escasez de viviendas y locales que se padecían, sobre todo en las grandes poblaciones  (38) . Curiosamente, el Ministro de Justicia, D. Raimundo Fernández Cuesta, dijo, entre otras cosas, que la Ley trataba de alcanzar una doble finalidad: llevar la armonía a las relaciones arrendaticias urbanas, y resolver de una manera definitiva, o por lo menos más completa, una serie de problemas que estaban sin resolver o resueltos de un modo interino; así mismo, consideró que el nuevo instrumento normativo no constituía una Ley persecutoria, ni era inquilinista, ni tampoco propietaria; por el contrario, pretendía sustituir por un clima de cordialidad el de hostilidad y recelo existente en las relaciones arrendaticias; que trató de inspirarse en razones de equidad y de justicia social  (39) . Sin embargo, el propio contenido de sus normas revelaba intenciones absolutamente parciarias, ya que, entre los principios informadores de la Ley, destacaba el de la protección del arrendatario, como parte más débil y necesitada del contrato, tratándose de alcanzar, con ello, la ansiada estabilidad en la relación arrendaticia; aunque, a veces, se perdía de vista que lo único que se conseguía, finalmente, era sacrificar otros derechos tan legítimos como los del propietario.

Especialmente significativo al respecto, era el contenido de su artículo 11  (40) , en el que se establecía que los beneficios otorgados por la Ley a los inquilinos de viviendas, con o sin muebles, y a los subarrendatarios de las mismas serían del todo irrenunciables, al mismo tiempo que se considerarían nulas y sin valor aquellas estipulaciones que los contradijeran. Sin embargo, el arrendador (propietario), no gozaría de los mismos beneficios, a los que, por el contrario, sí podía renunciar. Por su parte, el arrendatario y subarrendatario de local de negocio, tenían la posibilidad de renunciar a ellos, salvo que se tratase de la prórroga del contrato de arrendamiento  (41) .

La prórroga forzosa, institucionalizada como consecuencia de la precedente política intervencionista, se establecía en el artículo 70 de esta Ley  (42) . Asimismo, se instauraba, por primera vez, el concepto de «renta legal»  (43) , pues las disposiciones para tasar y congelar las rentas o alquileres revelaban una insistencia obsesiva  (44) .Parece ser, según reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo que la razón fundamental de que se cometieran tan acusados abusos, era el interés, la justicia y la paz social en general, que se consideraban por encima de las posibles determinaciones de la voluntad individual  (45) . Sin embargo, no es fácil entender qué clase de interés, justicia y paz se pueden considerar como sociales, cuando suponen la destrucción, sin duda desacertada, de un derecho fundamental como el de propiedad  (46) , al mismo tiempo que se otorgan poderes, que rayan los límites del despotismo, a quien no los había demandado hasta ese límite, ya que, ni su situación, ni sus necesidades los justificaban, pues con menos se hubiesen cubierto por completo.

La Ley de 13 de abril de 1955  (47)  no fue portadora de ningún cambio fundamental, aunque sin embargo, la existencia de una fuerte y generalizada oposición contra la Ley de 1946, originó una atmósfera propicia para su reforma, aunque más tarde se evidenciaría que no eran unánimes los criterios sobre el alcance y extensión de la misma.

La situación del momento continuaba pasando por la reiterada escasez de viviendas, a la que el Gobierno continuaba respondiendo de la misma manera: haciendo recaer sobre los propietarios de fincas urbanas arrendadas el sacrificio por una situación de la que no eran culpables  (48) . Precisamente, la Exposición de Motivos de esta Ley, establecía, a este tenor y con gran elocuencia, lo siguiente: «La escasez de viviendas determinante de un profundo desequilibrio entre la oferta y la demanda para la adquisición arrendaticia de aquéllas, subsiste, con el agobio de una realidad incontestable y esta misma realidad impide al gobierno alterar los principios cardinales que sirvieron de norte al legislador de 1946, como antes a sus predecesores, a partir del Decreto de 21 de junio de 1920. Pero el gobierno que es de todos y para todos tiene que conjugar, inspirado en móviles de equidad, las limitaciones de la autonomía de la voluntad impuestas por necesidad social, porque no puede olvidar que en definitiva el acervo patrimonial de cada uno de los españoles integra el patrimonio nacional, que es preciso a todo trance conservar y fomentar, mucho más ha de interesar que no sufra ni detrimento ni menoscabo». Resulta paradójico que el legislador se inspirara en la alarmante escasez de viviendas y en el desequilibrio entre la oferta y la demanda, al pronunciar estas palabras, ya que, precisamente, esa escasez y ese desequilibrio encontraban su causa principal en la desfavorecida situación en la que se había colocado al propietario de la vivienda arrendada, que no estaba dispuesto a «enajenar», de esta manera, su derecho.

Algunas de las innovaciones más significativas que se introdujeron al amparo de esta Ley, se referían a un mayor robustecimiento de la estabilidad de la relación arrendaticia y a nuevas medidas, en relación a la renta, en favor del propietario. Se establecieron al respecto nuevas causas de excepción a la prórroga, a saber: el no uso de la vivienda o local durante un determinado período, o la ocupación, por el arrendatario, de dos o más viviendas en el mismo lugar sin que fuera indispensable el uso de todas ellas para atender a sus necesidades. Otra importante novedad que manifestaba el afán proteccionista de inquilinos y arrendatarios, consistió en el robustecimiento de la estabilidad de la relación arrendaticia al mantenerse ésta no sólo en los casos de extinción del usufructo del arrendador, sino también con el establecimiento de la subsistencia del arrendatario a la muerte del primer subrogado en la vivienda  (49) . En cuanto a la renta, aunque su fijación se suavizó, en favor del propietario, al establecerse libertad de pacto en los contratos posteriores a la entrada en vigor de la Ley, quedaría inamovible en los sucesivo, siendo el Gobierno el encargado de promover la aplicación de un sistema de revisión quinquenal, que se establecía en el artículo 100 de la referida Ley. Sin embargo, este mecanismo nunca llegó a ponerse en funcionamiento  (50) .

La desigualdad en la protección de los intereses del arrendador y del arrendatario, cada vez más acusada y menos justificada, provocó una constante tensión entre ambas partes, que se hallaban en una situación de continua conflictividad judicial. El legislador, en contra de lo que había establecido en la Exposición de Motivos de la Ley, no se había inspirado en móviles de equidad, sino que, simplemente, había tratado de dar solución al problema de la escasez de viviendas, sin tener en cuenta los intereses que, con ello, contravenía, tratando de justificar la situación creada en favor del arrendatario que, ni siquiera él, había demandado hasta esos límites.

b)  Ley de 11 de junio de 1964

Teniendo en cuenta las circunstancias económicas por las que atravesaba el país desde 1955, se inició en España un proceso de transformación profunda, que afectaba sobre todo al orden económico. Con ello llegaron el turismo, las codiciadas divisas, y aunque el desarrollo era insuficiente y exento de armonía, el crecimiento fue espectacular, siendo éste el contexto en el que se promulgó la LAU de 1964, que pretendía dar un paso más en este proceso liberalizador  (51) . Sin embargo, a pesar de los nuevos propósitos del legislador por ajustar el régimen de la relación arrendaticia a las nuevas circunstancias económicas del país, consideró que aún no habíamos alcanzado la madurez económica suficiente, ni se habían logrado satisfacer del todo las necesidades de vivienda, como para volver al sistema jurídico propio del Derecho común, tal y como puso de manifiesto en la Exposición de Motivos de la Ley: «El movimiento liberalizador de la propiedad urbana ha de atemperarse no sólo al ritmo determinado por las circunstancias económicas del país, sino también a las exigencias ineludibles de la justicia social, que constituye la médula y razón de ser de nuestro sistema político. A estos principios capitales responde la presente reforma que, naturalmente, no puede consistir en la simple e inmediata vuelta al sistema jurídico propio del Derecho común, mientras éste no sea modificado para adaptarse a los imperativos de nuestra época, pues que aún no hemos alcanzado la madurez económica indispensable, ni se ha logrado satisfacer la necesidad de vivienda para importantes sectores de la población española». Nos parece, sin embargo, que sólo se trataba de un nuevo intento de justificar otra reforma fragmentaria de la normativa anterior, que no dejaba, de un modo implícito, de sancionar a los propietarios con un régimen arrendaticio absolutamente injusto.

La principal modificación que se introdujo con esta Ley se refería a la renta, ya que se establecía el principio de libertad en cuanto a la fijación de su cuantía, siempre y cuando se tratase de contratos celebrados con posterioridad a su entrada en vigor, aunque también se sancionó un sistema de revalorización de rentas para los arrendamientos existentes hasta ese momento. Sin embargo, esta medida no iba a lograr que las rentas se acercaran a la realidad, ya que la base de la revalorización se aplicaba sobre rentas tan devaluadas por la inflación, que los resultados que con ello se obtenían estaban falseados  (52) . Esta Ley incidió, por lo que a la merced arrendaticia se refiere, en dos grandes quiebras: de un lado, para los locales de negocio y viviendas suntuarias, se incumplió la adaptación bianual de las rentas a las variaciones del coste de la vida prevista mediante Decretos que habían de aplicar a las revalorizadas el índice ponderado fijado por la Dirección general de Estadística y, de otro lado, el Gobierno ignoró, para las restantes viviendas, el mandato contenido en el art. 100 de la propia Ley de revisar las rentas cada dos años mediante la aplicación de los índices del coste de la vida  (53) .

En cuanto al resto de las modificaciones de la Ley no suponían, a pesar de las exigencias ineludibles de la justicia social a que se hacía referencia en la Exposición de Motivos, ningún cambio sustancial en la fisonomía general del régimen, pues éstas consistían básicamente en la exclusión del ámbito de la Ley de los arrendamientos de industria o de los negocios de espectáculos que se concertaran después de la misma; la asimilación del arrendamiento de ciertos locales al de locales de negocio, aunque sin derecho al traspaso; consideración del principio de buena fe y del fraude de Ley en la aplicación de los preceptos legales; mayor participación de inquilinos y arrendatarios, en los gastos de conservación y contribuciones especiales; limitación de la subrogación legal en el arrendamiento de local de negocio a dos transmisiones; facultad al arrendatario de local para realizar obras de mejora de su instalación, en ciertos casos y condiciones, todo ello junto a algunas modificaciones de orden procesal. Sin embargo, en cuanto a lo esencial, la prórroga forzosa se mantuvo irrenunciable, salvo pequeñas modificaciones de matiz en las excepciones aplicables. Por ello, podríamos concluir afirmando, al igual que lo hiciera el Tribunal Supremo en sentencia de 17 de marzo de 1994, que la Ley de arrendamientos urbanos de 11 de junio de 1964 vació de contenido el derecho de propiedad.

Del escaso desarrollo legislativo alcanzado por la Ley de 1964, prácticamente reducido a los Decretos 1577/1972 de 15 de junio y 3688/1972 de 23 de diciembre y a los Reales Decretos Leyes 18/1976 de 8 de octubre, 3/1978 de 4 de enero y 15/1980 de 12 de octubre  (54) , interesa de modo particular el Real Decreto-Ley 2/1985 de 30 de abril sobre el que vamos a tener ocasión de abundar a continuación.

c)  El Real Decreto-Ley 2/1985 de 30 de abril

En 1982, el Partido Socialista Obrero Español, subió al poder. España se encontraba inmersa en una situación económica difícil, por lo que el Gobierno tuvo que asumir una costosa labor de modernización, sin que entre sus medidas más urgentes, tuviera cabida el intento de dotar de la necesaria igualdad y justicia al arrendamiento urbano. Sin embargo, una vez corregidos determinados desequilibrios, consideró urgente impulsar el desarrollo económico, ordenando, entre otras cosas, la supresión de la prórroga forzosa y la absoluta libertad a la hora de establecer nuevas rentas  (55) .

Es cierto que se demandaba un cambio urgente y necesario de la relación arrendaticia, ya que bajo el imperio de la legislación vigente, el propietario-arrendador, no veía en el arrendamiento una salida medianamente aconsejable para su inversión; aunque, es de notar que, como hasta entonces venía sucediendo, las principales razones que impulsaban los cambios que iban operándose en la relación arrendaticia, no residían en el intento, por parte del legislador, de dar una respuesta acertada a intereses tan contrapuestos como los del arrendador y el arrendatario, sino que, por el contrario, actuaba movido, fundamentalmente, por imperativos económicos y de otra índole, como la estimulación del sector de la construcción y la obsesiva idea del aumento en la oferta de los alquileres, aunque ello supusiese trasladar al otro extremo el desequilibrio en la protección de los intereses, ya que, en este caso, el perjudicado sería el arrendatario.

Este Real Decreto, en su Exposición de Motivos, nos da a conocer de un modo expreso, las razones fundamentales que argumentaban un cambio tan radical como el que se había operado en el campo de los arrendamientos urbanos: «La situación del sector de la construcción ha aconsejado [...] la supresión de la prórroga forzosa de los arrendamientos urbanos que, sin duda, estimulará la construcción de viviendas y locales destinados al alquiler. Pero esta medida tiene una trascendencia que va más allá de la mejora en la actividad del sector de la construcción. En efecto el mercado de arrendamientos se caracteriza no sólo por una oferta reducida y en retroceso desde hace décadas, sino porque los alquileres iniciales se fijan en unos altos niveles como consecuencia de que el propietario al contratar, tiene presente la eventual indemnización que debe pagar al arrendatario para que acepte la rescisión del contrato. La reforma incluida en este Real Decreto-Ley al aumentar la oferta reducirá la presión al alza de los alquileres con beneficio para el propietario y para el arrendatario, lo que permitirá satisfacer las necesidades de vivienda de una generación de jóvenes que, debido a la situación de bajo crecimiento económico, tiene dificultades para adquirir una vivienda, y además una mayor movilidad geográfica de los recursos humanos. Esta reforma, no obstante, sólo afectará a los contratos que se celebren a partir de la entrada en vigor de este Real Decreto-Ley, pues tanto la complejidad de la materia como la trascendencia social de revisar la situación de los contratos en vigor aconsejan que se realice a través de una Ley ordinaria, que se enfrente, no sólo a aspectos parciales, sino a la problemática de los arrendamientos urbanos en su conjunto».

Ciertamente, este Real Decreto logró algunas de las cosas que se proponía, pues consiguió aumentar la oferta de las viviendas en alquiler  (56) , aunque, no cumplió con el compromiso de proteger los intereses, tanto del arrendador como del arrendatario, ya que este último, a partir de su entrada en vigor, quedaba a expensas de los intereses del arrendador. Se producía, con ello, un efecto de signo contrario al que hasta ahora se había venido produciendo al amparo de anteriores Leyes, pues bajo el imperio del recién estrenado Real Decreto, el desequilibrio en la protección de los intereses comenzó a perjudicar a quien, desde entonces, sólo se había visto beneficiado por él.

Podría afirmarse, que el legislador actuó movido por motivos de oportunidad y no de justicia, ya que esta norma, aparecida dentro de un conjunto de medidas de reactivación económica, se dirigió, fundamentalmente, a fomentar la construcción de viviendas en alquiler para lo que fue necesario como primera medida la supresión de la prórroga forzosa  (57) . Sin embargo, al cabo de trece años, estos objetivos no han llegado a conseguirse, y, según parece desprenderse del preámbulo de la Ley de Arrendamientos Urbanos 29/1994 de 24 de noviembre  (58) , las medidas adoptadas tras el Real Decreto-Ley 2/1985 han provocado, finalmente, el efecto perverso de la coexistencia de dos clases de arrendamientos: por un lado, los celebrados al amparo del Real Decreto-Ley 2/1985 que se caracterizan por tener rentas elevadas, ser de duración anual y provocar la rápida rotación de inquilinos y, por el otro, los celebrados con anterioridad a la entrada en vigor de este Real Decreto cuyas rentas son bajas y su duración larga, por estar sujetos al sistema de la prórroga forzosa  (59) .

2.  La Ley 29/1994, de 24 de noviembre: «un equilibrio aceptable entre arrendadores y arrendatarios»

Con independencia de los defectos técnicos y de aquellos criterios más o menos discutibles, podría afirmarse, siendo ello de nuestro convencimiento, que el nuevo equilibrio contractual que se establecía en la nueva Ley de Arrendamientos Urbanos respondía y responde con bastante acierto a intereses tan contrapuestos como los del arrendador y el arrendatario  (60) , siempre y cuando no se contara con ninguna otra posibilidad real. De este modo, la nueva Ley parece no perder de vista la necesidad de conjugar dos importantes premisas constitucionales que responden a las necesidades más fundamentales de una y otra parte: por un lado, el reconocimiento del derecho de propiedad y la necesidad de limitar el contenido de su función social a través de las Leyes (art. 33.1 y 2 de la CE)  (61)  y, por el otro, el derecho de los españoles a una vivienda digna y adecuada (art. 47 de la CE)  (62) .

El equilibrio buscado por el legislador entre los intereses de los arrendadores y los arrendatarios parece haberse resuelto por medio de un compromiso temporal  (63) , ya que se ha establecido una duración mínima de cinco años, del contrato de arrendamiento, en favor del arrendatario que le va a permitir recuperar la estabilidad que había perdido tras la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 2/1985. La posibilidad de disfrutar de una vivienda digna y adecuada es un derecho constitucional que corresponde a todos los españoles entre los que se encuentran, sin duda alguna, un gran número de arrendatarios. Sin embargo, se trata de un derecho constitucional que no quedará del todo satisfecho si sólo trata de solucionarse desde un punto de vista material, es decir, ofreciendo, a quien lo solicite, la oportunidad de habitar una vivienda concreta y de unas determinadas características. Para que este derecho sea del todo satisfecho, será preciso dotarlo de cierta estabilidad que permita, a todo aquel que pueda ser su titular, llegar al convencimiento de que allí donde habita se halla «su» casa, independientemente de que llegue a ser o no el verdadero propietario. Por todo ello, podría afirmarse que el legislador ha sabido dar respuesta, con mayor acierto que en ocasiones anteriores, a lo que los intereses de ambas partes demandaban, ya que, por su parte, el arrendador también se va a ver favorecido con la libertad de pacto que, por lo general, va a imperar en la contratación arrendaticia, así como con la posibilidad de poder actualizar la renta cada año conforme al Índice General Nacional del Sistema de Índices de Precios de Consumo  (64) .

Sin embargo, no conviene olvidar , una vez más, que la ratio principal que ha impulsado la creación de esta nueva Ley de Arrendamientos Urbanos no se halla sólo en la necesidad de un equilibrio entre las prestaciones de ambas partes, sino que tal y como se establece en su Preámbulo «la finalidad última que persigue la reforma es la de coadyuvar a potenciar el mercado de los arrendamientos urbanos como pieza básica de una política de vivienda orientada por el mandato constitucional consagrado en el artículo 47, del reconocimiento del derecho de todos los españoles a disfrutar de una vivienda digna y adecuada»  (65) . Por el momento, podría afirmarse, que con este nuevo régimen no se han alcanzado los objetivos macroeconómicos que se habían trazado, ya que de forma paradójica, las ayudas públicas al alquiler previstas por el Plan de Vivienda 1992-1995, que se aprobaron por Real Decreto 1932/1991, siguen favoreciendo la compra antes que el alquiler de viviendas  (66) .

La nueva Ley de Arrendamientos Urbanos, a diferencia de lo que ocurrió tras la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 2/1985, ha tenido en cuenta las relaciones arrendaticias que nacieron al amparo de anteriores legislaciones, regulando su situación a través de un derecho transitorio. Sin embargo, pudiera pensarse, que este régimen transitorio es poco equitativo, ya que perpetúa determinadas situaciones arrendaticias, claramente injustas, como las nacidas de los contratos celebrados antes de 1964 sin cláusula de estabilización y las originadas antes de 1956 e incluso de 1946  (67) . En la Exposición de Motivos de la Ley se pone de manifiesto, en relación a los contratos vigentes a la publicación del nuevo texto, que se pretende buscar «una solución que intente conjugar el máximo de sencillez posible con un trato equilibrado de las distintas situaciones en que las partes en conflicto se encuentran». Sin embargo, esa sencillez a la que alude la Exposición de Motivos resulta, de todo punto, insuficiente para poner fin a muchas situaciones claramente injustas. Por lo tanto, podría afirmarse que, finalizado ya el siglo xx, aún existen arrendatarios cuya situación provoca tal desnaturalización del derecho de propiedad que se han llegado a convertir en los verdaderos propietarios.

El somero análisis histórico de la evolución sufrida por la relación arrendaticia que hasta este punto hemos llevado a cabo, nos aporta una serie de datos significativos que nos permitirán, con mayor proximidad y exactitud, completar el elenco de argumentos que más adelante se esgrimirán en favor de los Fondos de Inversión inmobiliaria como plataforma más propicia para hacer efectivo el derecho a una vivienda digna por parte de quien no cuenta con los medios necesarios para ello, sin que, al mismo tiempo el propietario pueda ver en cada una de las prerrogativas concedidas al arrendatario un merma injustificada o innecesaria de sus intereses. Incluso es probable que las considere acertadas en cuanto que podrán, sin duda, reportarle algún beneficio, ya que el propietario del patrimonio del Fondo y, por tanto de las viviendas ofertadas en alquiler, es el propio Fondo, y lo que a éste y a sus partícipes les interesa es obtener la mayor rentabilidad posible, siendo obviamente un hecho favorable mantener todas las propiedades inmobiliarias que formen parte del mismo en continuo aprovechamiento, es decir, arrendadas.

3.  Precaria situación del arrendatario de local de negocio bajo el imperio de la LAU de 1994

La nueva Ley de arrendamientos urbanos abandona la distinción tradicional entre arrendamientos de vivienda y arrendamientos de locales de negocio para diferenciar, de este modo, entre arrendamientos de vivienda, dedicados a satisfacer la necesidad de vivienda permanente del arrendatario, su cónyuge o hijos dependientes, y arrendamientos para uso distinto del de vivienda, entre los que se encuentran los arrendamientos de segunda residencia, los de temporada y los tradicionales de local de negocio.

Esta nueva distinción parece asentarse sobre la base de conceder medidas de protección al arrendatario de arrendamientos cuya finalidad sea la de satisfacer el derecho a una vivienda digna del individuo y de su familia, pero no en otros supuestos en los que se satisfagan necesidades económicas, recreativas o administrativas. Por esta razón, en cuanto al régimen jurídico de los arrendamientos para uso distinto del de vivienda, la Ley opta por dejar al libre pacto de las partes todos los elementos del contrato, configurándose una regulación supletoria que permite un amplio recurso al régimen del Código Civil.

Es probable que la LAU de 1994 haya perdido de vista, en su obsesión por dar respuesta al mandato constitucional del artículo 47, que los arrendatarios de local de negocio precisan de una mayor protección que la que, en principio, le va a proporcionar el simple pacto entre las partes y con carácter supletorio el Código Civil, si tenemos en cuenta que, en su mayoría, son pequeños y medianos empresarios los que hacen uso de la relación arrendaticia como base para iniciar una actividad profesional que sin duda pretende erigirse como su principal medio de subsistencia. Por lo tanto, dejar que su situación, protección y régimen jurídico quede a expensas de la libertad de pacto podría considerarse como la negación de un problema que, al igual que la necesidad de vivienda, merece especial protección.

Quizá sea ésta la razón por la que la mayoría de los contratos de arrendamiento de local de negocio que hoy se celebran se someten, por voluntad de las partes, casi en su totalidad, al régimen jurídico de los arrendamientos de vivienda, demostrándose, de este modo, por parte del arrendador mayor compresión y sensibilidad hacia los intereses de los pequeños y medianos empresarios que la que el legislador de 1994 ha tenido en consideración al establecer un conjunto de normas cuyo contenido no da respuesta, en absoluto, a la necesidad de estabilidad que precisan aquellos que recurren a la locatio-conductio como única o más adecuada posibilidad para obtener recursos suficientes o aceptables que le aseguren ciertos niveles aptos como medio para subsistir.

Por otra parte, es de justicia constatar que la nueva regulación arrendaticia en torno al local de negocio introduce, a favor del arrendatario, una novedad consistente en el derecho a ser indemnizado cuando, queriendo continuar con el arrendamiento, deba abandonar el local por el transcurso del plazo previsto, siempre que de alguna forma el arrendador o un nuevo arrendatario se pudiesen beneficiar de la clientela obtenida por el antiguo, o alternativamente, de los gastos de traslado o perjuicios derivados del mismo, cuando el arrendatario se vea obligado a trasladar su actividad. En cualquier caso, no debe perderse de vista que, ante esta medida que, sin duda, mejora la posición de los profesionales de la empresa, cabe pacto en contrario, cuando quizá debería imponerse como medida de carácter imperativo que les garantizase, al menos en este aspecto, una mayor protección.

Ciertamente, desde la perspectiva del arrendatario y de los intereses que, como ya se ha puesto de manifiesto, se pretenden proteger, pudiera pensarse que el legislador ha descuidado la respuesta a un problema de envergadura similar al de la vivienda. Sin embargo, teniendo en cuenta que el análisis que nos ocupa pretende centrar su atención alrededor de la rentabilidad de los Fondos de Inversión Inmobiliaria, habría que considerar la oportunidad de estas medidas o de su ausencia en aras a los intereses de los partícipes, ya que, si bien un régimen jurídico similar al de los arrendamientos de vivienda aumentaría la confianza del arrendatario al adoptar el contrato de arrendamiento como instrumento para viabilizar su medio de vida, el establecimiento del derecho a una indemnización con carácter imperativo plantearía un serio problema a la Sociedad Gestora de cualquier FII si, llegado el caso, hubiera que proceder, sin más remedio, a la extinción de estos arrendamientos con el consiguiente desembolso a realizar en perjuicio de su rentabilidad y de los intereses los partícipes por los que, en todo momento, ha de velar. Por ello, aunque sigan sin atenderse adecuadamente los intereses de los arrendatarios de local de negocio, la libertad de pacto debería permanecer respecto de la indemnización en caso de extinción del arrendamiento cuando el arrendatario desee continuar con la relación arrendaticia. Ahora bien, salvado este inconveniente que, sin duda, perjudicaría la rentabilidad del fondo, quizá debiera plantearse la conveniencia de aplicar a los arrendamientos de local de negocio el régimen jurídico del título II de la LAU de 1994, y para el caso de que la relación arrendaticia se produzca en el seno de un fondo, las medidas a adoptar deberían ser las mismas que se propondrán respecto de los arrendamientos de vivienda.

4.  El derecho a una vivienda digna y la sostenibilidad del desarrollo urbano en la Ley de Suelo de 28 de mayo de 2007

La Exposición de Motivos de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, trae nuevamente a colación la importancia del mandato constitucional acerca de la efectividad del derecho a una vivienda digna reconocido en su artículo 47.

Se trata de contribuir de manera leal a la política de utilización racional de los recursos naturales y culturales, en particular el territorio, el suelo y el patrimonio urbano y arquitectónico, que son el soporte, objeto y escenario necesario de aquéllas al servicio de la calidad de vida, correspondiendo al Estado, a su vez, ejercer ciertas competencias que inciden sobre la materia, pero debiendo evitar condicionar en lo posible las políticas en materia urbanística (véase la Exposición de Motivos de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, en el epígrafe VI. apartado 1 de esta obra).

Probablemente, en relación a la materia que nos ocupa, entre los derechos constitucionales afectados por la nueva Ley del Suelo, quizá sea interesante tratar de analizar la posible y necesaria conciliación a la que debería llegarse para poder hacer efectivo el derecho a una vivienda digna, sin que ello suponga renunciar a un medio ambiente adecuado. Sin duda, tal y como se pone de manifiesto en la Exposición de Motivos (epígrafe VI. apartado 1 de esta obra), el crecimiento urbano sigue siendo necesario, pero hoy parece asimismo claro que el urbanismo debe responder a los requerimientos de un desarrollo sostenible, minimizando el impacto de aquél crecimiento y apostando por la regeneración de la ciudad existente.

Si se conectaran, en un intento por alcanzarlos y protegerlos adecuadamente, el derecho a una vivienda digna, con la necesidad de un desarrollo sostenible, un medio ambiente adecuado, la posibilidad de apostar, sobre todo, por la regeneración de la ciudad existente y las medidas que garanticen el cumplimiento de la función social de la propiedad inmobiliaria, es probable que la solución debiera pasar por la idea nada desechable de fomentar los arrendamientos urbanos a través de los fondos de inversión inmobiliaria.

Según el artículo 4 de la Ley del Suelo de 2007, «todos los ciudadanos tienen derecho a: a) Disfrutar de una vivienda digna, adecuada y accesible, concebida con arreglo al principio de diseño para todas las personas, que constituya su domicilio libre de ruido u otras inmisiones contaminantes de cualquier tipo que superen lo límites máximos admitidos por la legislación aplicable y en un medio ambiente y un paisaje adecuados». En este sentido, pudiera pensarse que, quizá, sería conveniente centrar, en principio, todos los esfuerzos en un intento por regenerar la ciudad existente, buscando medidas que hagan atractiva la inversión en bienes inmuebles urbanos, para rehabilitarlos y fomentar su ocupación a través de la oferta de viviendas en alquiler. De este modo, se estaría actuado de acuerdo a los parámetros de la función social de la propiedad, fomentando el desarrollo sostenible sin que ello suponga un impacto medioambiental, permitiendo que los inmuebles urbanos que hoy están vacíos, debido al estado ruinoso en el que se encuentran, puedan ser ofertados para hacer efectivo el derecho a una vivienda digna de aquellos que no cuentan con los recursos económicos suficientes para adquirirlos en propiedad.

Además, para el caso de que tales inmuebles urbanos lleguen a formar parte del patrimonio de un Fondo de Inversión Inmobiliaria, estaríamos haciendo efectivo el codiciado derecho a una vivienda digna salvando casi todos los inconvenientes que, hasta este momento, se han ido analizando en el seno de la relación arrendaticia, al mismo tiempo que se trata de respetar la finalidad que se pretende alcanzar con la nueva Ley de Suelo, según se desprende de su Exposición de Motivos.
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